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satisfacción de aquella obligación extracambiaria además de la principal. 
A falta de una norma que lo prohiba, ha de admitirse esta posibilidad, toda 
vez que la voluntad de las partes manifestada con el otorgamiento de la 
escritura de hipoteca, al constituirse no sólo en favor del acreedor inicial 
sino también en favor de los futuros tenedores de la letra de cambio, no 
puede ser otra que la de facilitar la satisfacción de las obligaciones garan-
tizadas –la principal y las accesorias-mediante la sujeción del bien hipote-
cado al cumplimiento de las mismas, sin que pueda entenderse, por tanto, 
que respecto de la mencionada obligación extracambiaria la hipoteca se 
haya constituido en forma personal en favor del acreedor contratante 
exclusivamente (supuesto éste en el que, al carecer de la debida acce-
soriedad respecto de la obligación cartular, sería necesaria la constitu-
ción de hipoteca ordinaria separada de la cambiaria). Así, el favorecido 
por la garantía hipotecaria constituida en la forma ahora debatida será el 
futuro tenedor de la letra en tanto que titular activo de la obligación cam-
biaria de la que depende la específica obligación indemnizatoria extracar-
tular añadida (accesorium sequitur principale). De todo ello resulta que el 
acreedor hipotecario respecto de esta obligación extracambiaria aparece 
ya inicialmente determinado, siquiera sea per relationem, con consenti-
miento del deudor prestado por el mero hecho del otorgamiento de la 
escritura de la hipoteca así constituida, lo que hace innecesaria la notifi-
cación de una eventual cesión del crédito por dicha obligación (cfr. artí-
culos 1162 y 1198 del Código Civil, así como el 242 del Reglamento Hipo-
tecario).

En la escritura calificada quedan perfectamente identificadas la obli-
gación cambiaria y la accesoria extracambiaria que constituyen el objeto 
de la garantía hipotecaria. El conocimiento del verdadero alcance y 
extensión de dicha garantía por parte de los terceros cesionarios del cré-
dito librario podrá ser complementado no sólo por medio de la exhibición 
de la copia de la escritura en la que consten los datos de la inscripción 
registral, sino también por los distintos medios de publicidad formal de 
los asientos del Registro.

Por lo demás, ha de recordarse que, como ya se puso de relieve en la 
citada Resolución de 1 de junio de 2006, no es cometido del Registrador 
calificar si, para hacer efectiva la obligación extracambiaria de abonar 
interés de demora más allá del límite legal, procedería o no la ejecución 
por vías distintas al procedimiento judicial de la hipoteca, según la legiti-
mación y el título que se pretendan hacer valer para ello, lo que ahora no 
se ha de prejuzgar. Se trata de una cuestión ajena a la constitución del 
derecho real de hipoteca, que es lo que realmente tiene trascedencia 
registral en esta fase; y –aunque no se trate de una cuestión incluida en la 
calificación ahora impugnada-el hecho de que se exprese en la escritura 
calificada, genéricamente, la posibilidad de que la parte acreedora ejer-
cite sus derechos y acciones por cualquiera de los procedimientos judicia-
les señalados en las leyes no puede tener entidad suficiente para impedir 
la inscripción, máxime si se tiene en cuenta: a) Que también este pacto 
habrá de interpretarse en el sentido más adecuado para que produzca 
efecto; b) Que de la propia escritura calificada resulta suficientemente 
determinada la facultad, ínsita en el derecho real constituido, de promo-
ver la ejecución hipotecaria; y c) Que, en último término y a mayor abun-
damiento, tampoco podría descartarse la posibilidad de que, llegado el 
momento, pudiera el futuro acreedor de la obligación extracambiaria 
obtener título suficiente para ejecutar la hipoteca, al margen del juicio 
cambiario, por cualquiera de los procedimientos legalmente establecidos.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 26 de septiembre de 2006.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 18234 RESOLUCIÓN de 27 de septiembre de 2006, de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el notario de Granadilla de Abona don 
Álvaro San Román Diego, contra la negativa del registra-
dor de la propiedad de Arona, a inscribir una escritura de 
compraventa.

En el recurso interpuesto por el Notario de Granadilla de Abona don 
Álvaro San Román Diego contra la negativa del Registrador de la Propie-
dad de Arona, don Rafael Palau Fayos, a inscribir una escritura de com-
praventa.

Hechos

I

El día 7 de febrero de 2006 don Álvaro San Román Diego, Notario de 
Granadilla de Abona, autorizó una escritura de compraventa de determi-
nada finca urbana en la que se expresa que uno de los comparecientes, 
don V.A.G. interviene en nombre y representación de la sociedad vende-
dora cuyas circunstancias identificativas se detallan. Respecto del citado 
representante, se añade únicamente lo siguiente: «Actúa en su calidad de 
Administrador Único de dicha sociedad, cargo para que fue nombrado y 
aceptó por tiempo indefinido, mediante acuerdo de la Junta General de la 
Compañía, de fecha 15 de febrero del año 2002, cuyos acuerdos fueron 
elevados a público mediante escritura autorizada por el Notario de Olot, 
don Ángel Arregui Laborda, el día 21 de febrero del año 2002, bajo el 
número 356 de protocolo, debidamente inscrita en el Registro Mercantil 
de esta Provincia, al Tomo 1971 de la Sección General, Folio 152 Vuelto, 
Hoja TF-11044, inscripción 5. Escritura que tengo a la vista y devuelvo».

II

La citada escritura fue presentada en el Registro de la Propiedad de 
Arona el día 24 de marzo de 2006 y fue calificada negativamente con base 
en los siguientes Hechos y Fundamentos de Derecho:

«... Hechos: ... El título calificado no contiene el juicio de suficiencia, 
por parte del Notario autorizante, de las facultades representativas de 
quien interviene en nombre ajeno.

Fundamentos de Derecho:

Artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de septiembre –sic–, interpretado 
por Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
de 12 de abril de 2001 –sic–.

Artículo 18 de la Ley Hipotecaria, en cuanto determina como uno de 
los extremos a los que se extiende la calificación registral “la legalidad de 
las formas extrínsecas de los documentos en cuya virtud se solicita la 
inscripción”.

Y artículo 3 de la Ley Hipotecaria, en cuanto a que el defecto de forma 
apuntado priva al título calificado de su carácter de instrumento público 
notarial.

Se suspende por tanto la inscripción solicitada por defecto subsana-
ble...

... Arona, Los Cristianos, a 31 de marzo de 2006».

III

La citada calificación negativa fue notificada el 4 de abril de 2006 vía 
telefax al Notario autorizante de la escritura –según reconoce éste–. 
Mediante escrito con fecha 28 de abril de 2006, que causó entrada en el 
referido Registro el día 4 de mayo, dicho Notario interpuso recurso contra 
tal calificación, en el que alegó: 1.º Que el artículo 98 de la Ley 24/2001, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas 
para el impulso a la productividad, no es de aplicación en los casos de 
actuación del órgano de administración de una sociedad, pues aunque la 
citada norma se refiere literalmente al representante o apoderado, en el 
representante orgánico no hay verdadera representación, según la doc-
trina reiterada de esta Dirección General, como resulta de las Resolucio-
nes de 12 de septiembre de 1994, 30 de diciembre de 1996 y 24 de noviem-
bre de 1998. Por ello, sería suficiente con que el Notario, tras reseñar en 
la escritura los documentos de los que resulta el nombramiento como 
administrador, hiciera constar el juicio de capacidad para el otorgamiento 
del concreto acto, y ello porque en este caso no se trata de determinar la 
suficiencia o no de facultades sino de la capacidad o no de una persona 
jurídica, que es la que actúa. Y a ello debe añadirse, según interpretación 
teleológica de la norma, que se trata de resolver una cuestión que plan-
teaba continuas controversias en materia de representación voluntaria; 
2.º Que aunque se aplicara al representante orgánico de la sociedad el 
mencionado artículo 98, no sería necesario el juicio de suficiencia, en 
base a los siguientes argumentos: a) En la calificación sólo se expresa el 
defecto de la falta de expresión de la suficiencia de las facultades, es decir 
que el Registrador considera que en la escritura está correctamente hecha 
la reseña identificativa del documento auténtico exhibido para acreditar 
la representación alegada, y en el caso de administrador único el poder de 
representación se le atribuye necesariamente; b) El ámbito de representa-
ción del administrador no viene determinado por la voluntad de la propia 
sociedad, sino por la Ley (artículos 63 y 13 de la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada, 124.4 del Reglamento del Registro Mercantil; y 
Resoluciones de 22 de julio de 1991 y 28 de mayo de 1999); c) No es posi-
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ble la limitación «externa» de facultades del administrador, y tampoco se 
puede interpretar la exigencia del juicio de suficiencia en el sentido de 
que implique una declaración de conexión del acto o contrato con el 
objeto social, porque no es lo que exige el artículo 98 y tanto el Tribunal 
Supremo (Sentencias de 14 de mayo 1984 y 24 de noviembre de 1989) 
como esta Dirección General (Resoluciones de 2 de octubre de 1981, 31 
de marzo de 1986, 12 de mayo de 1989), al elaborar la llamada teoría del 
«acto neutro» han señalado que en el ámbito del poder de representación 
de los administradores se incluyen no sólo los actos de desarrollo o ejecu-
ción del objeto, sea de forma directa o indirecta y los actos complementa-
rios o auxiliares para ello, sino también los actos neutros o polivalentes e 
incluso los actos aparentemente no conectados con el objeto social, que-
dando excluidos en principio únicamente del ejercicio del poder de repre-
sentación, no los actos ajenos al objeto, sino los «claramente contrarios a 
él» (Resolución de 2 de octubre de 1981).

IV

El Registrador de la Propiedad emitió su informe y elevó el expediente 
a esta Dirección General mediante escrito con fecha de 10 de mayo de 
2006, que entró en este Centro el 17 del mismo mes.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 103 de la Constitución, 1216, 1217, 1218 y 1259, del 
Código Civil; 18, 19 bis, 322, 325 y 327 de la Ley Hipotecaria; 18.2 del 
Código de Comercio; 17 bis, 23 y 47 de la Ley del Notariado; 58 y 59 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; 98 de la Ley 
24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social; 143, 145, 164, 165 y 166 del Reglamento Notarial; las Senten-
cias del Tribunal Constitucional 87/1997, de 24 de abril, y 207/1999, de 11 
de noviembre; la Sentencia del Tribunal Supremo –Sala Tercera-de 24 de 
febrero de 2000; las Sentencias de la Audiencia Provincial de Alicante de 
28 de abril de 2004, de la Audiencia Provincial de Valladolid de 30 de junio 
de 2003 y 30 de enero y 18 de marzo de 2004; de la Audiencia Provincial de 
Navarra de 22 de diciembre de 2004 y de la Audiencia Provincial de Cór-
doba de 24 de enero de 2005; y las Resoluciones de 15 de julio de 1954, 29 
de abril de 1994, 10 de febrero de 1995, 12 de abril de 1996, 28 de mayo y 
11 de junio de 1999, 12, 23 y 26 de abril, 3 y 21 de mayo, 30 de septiembre 
y 8 de noviembre de 2002, 23 de enero, 8 de febrero, 11 de junio, 29 de 
septiembre y 17 de noviembre de 2003, 11 de junio, 14, 15, 17, 20, 21 y 22 
de septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de octubre y 10 de noviembre de 
2004 y 10 de enero, 21, 22 y 23 de febrero, 12, 14, 15, 16 y 28 de marzo, 1 y 
28 de abril, 4 (1.ª y 2.ª), 5 (1.ª), 18 (2.ª), 20 (3.ª y 4.ª), 21 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª), 23 
(1.ª, 2.ª y 3.ª) y 17 de junio, 1 de agosto, 12 (2.ª y 3.ª), 13, 22 (2.ª), 23 (1.ª, 2.ª 
y 3.ª), 24 (1.ª, 2.ª y 3.ª), 26 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª), 27 (1.ª, 2.ª, 3.ª, 4.ª y 5.ª), 28 (1.ª, 
2.ª y 3.ª) y 29 26 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª) de septiembre y 4 y 15 –2.ª– de octubre de 
2005 y 23 de enero, 9 de junio y 30 y 31 de mayo de 2006, entre otras.

1. En el supuesto de hecho de este recurso se presenta en el Registro 
de la Propiedad una escritura de compraventa y en la parte relativa a la 
intervención de uno de los otorgantes, además de detallar las circunstan-
cias que identifican a la sociedad vendedora, representada por determi-
nada persona física, se expresa que esta última actúa en su calidad de 
Administrador Único de dicha sociedad y únicamente se especifican 
determinados datos de la escritura pública de nombramiento para tal 
cargo (Notario autorizante, fecha, número de protocolo y datos de ins-
cripción en el Registro Mercantil) así como la aseveración por el Notario 
sobre la exhibición de la copia autorizada de esta última escritura.

Según la calificación impugnada, el Registrador suspende la inscrip-
ción solicitada porque la escritura calificada no contiene el juicio notarial 
de suficiencia sobre las facultades representativas de quien interviene en 
nombre ajeno.

2. Para que en los instrumentos públicos otorgados por representan-
tes o apoderado pueda entenderse válidamente cumplido el artículo 98 de 
la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario deberá emitir con carácter 
obligatorio un juicio, una calificación si se prefiere, acerca de la suficien-
cia de las facultades acreditadas para formalizar el acto o negocio jurídico 
pretendido o en relación a aquellas facultades que se pretendan ejercitar. 
Las facultades representativas deberán acreditarse al Notario mediante 
exhibición del documento auténtico. Asimismo, el Notario deberá hacer 
constar en el título que autoriza que se ha llevado a cabo ese juicio de 
suficiencia; que tal juicio se ha referido al acto o negocio jurídico docu-
mentado o a las facultades ejercitadas; que se han acreditado al Notario 
dichas facultades mediante la exhibición de documentación auténtica y la 
expresión de los datos identificativos del documento del que nace la 
representación. Y el Registrador deberá calificar –además de la existencia 
y regularidad de la reseña identificativa del documento del que nacen 
dichas facultades de representación– la existencia del juicio notarial de 
suficiencia expreso y concreto en relación con el acto o negocio jurídico 

documentado o las facultades ejercitadas y la congruencia de la califica-
ción que hace el Notario del acto o negocio jurídico documentado y el 
contenido del mismo título, sin que pueda, en ningún caso, solicitar que se 
le acompañe el documento auténtico del que nacen las facultades repre-
sentativas; que se le transcriban facultades, que se le testimonie total o 
parcialmente contenido alguno de dicho documento auténtico o que se 
acompañe éste.

De este modo –y como ha puesto de relieve este Centro Directivo 
mediante la interpretación del precepto legal confirmada por virtud de la 
modificación de dicho precepto legal por el artículo trigésimo cuarto de 
la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la pro-
ductividad– se equiparan el valor del juicio sobre la capacidad natural del 
otorgante con el del juicio de capacidad jurídica para intervenir en nom-
bre ajeno, expresado en la forma prevenida en dicha norma legal, juicio 
este último que comprende la existencia y suficiencia del poder, el ámbito 
de la representación legal u orgánica y, en su caso, la personalidad jurí-
dica de la entidad representada.

Estos efectos del juicio notarial de suficiencia de la representación, 
expresado en la forma establecida en el mencionado artículo 98.1, tienen 
su fundamento en las presunciones de veracidad y de legalidad de que 
goza el documento público notarial. Así resulta no sólo de los artículos 
1218 del Código Civil y 1 de la Ley del Notariado, sino también del artícu-
lo 17 bis, apartado b), de esta última, introducido mediante la Ley 24/2001, 
según el cual, «Los documentos públicos autorizados por Notario en 
soporte electrónico, al igual que los autorizados sobre papel, gozan de fe 
pública y su contenido se presume veraz e íntegro de acuerdo con lo dis-
puesto en esta u otras leyes» (es decir, que los documentos públicos 
notariales hacen fe y se presume que narran no sólo «la verdad» sino 
«toda la verdad»). En efecto, la seguridad jurídica que el instrumento 
público proporciona cuenta con dos apoyos basilares: la fe pública que se 
atribuye a determinadas declaraciones o narraciones del Notario autori-
zante respecto de ciertos hechos (lugar, presencias, capacidad natural, 
libertad física, actos de exhibición, de entrega, declaraciones de las par-
tes en su realidad fáctica, lectura, firmas, etc.); y la presunción, iuris tan-
tum, de validez, de legalidad, la cual, según la Resolución de 15 de julio de 
1954, tiene su base «en la calificación personal del Notario respecto de los 
requisitos de validez del acto, que abarca el propio requisito de capacidad 
de las partes... debiendo, en principio, el Notario, no sólo excusar su 
ministerio, sino negar la autorización notarial cuando a su juicio se pres-
cinde por los interesados de los requisitos necesarios para la plena vali-
dez de los mismos» (Y es que sería ilógico que no tuvieran efecto alguno 
todas las calificaciones y juicios que el Notario ha de emitir y el control de 
legalidad que ha de llevar a cabo –como funcionario público especial-
mente cualificado para dar fe, con arreglo a las leyes, de los contratos y 
demás actos extrajudiciales, según los artículos 1 de la Ley del Notariado 
y 145 del Reglamento Notarial; cfr. la Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal 207/1999, de 11 de noviembre, y la Sentencia del Tribunal Supremo de 
24 de febrero de 2000–). Por lo demás, no puede desconocerse que las 
presunciones de veracidad y de legalidad del instrumento público operan 
combinadamente, para producir los efectos que le son propios y, entre 
ellos, la inscribibilidad en los Registros públicos, sin que la distinción 
entre la esfera de los hechos narrados por el Notario y la de las calificacio-
nes o juicios del mismo sean siempre nítidas: así, v.gr., respecto de la 
misma fe de conocimiento no puede ignorarse que no se trata en sí de un 
hecho sino más bien de un juicio de identidad (comparatio personarum; 
así resulta especialmente en algunos supuestos en que el Notario se ase-
gure de la identidad de las partes por medios supletorios como, por ejem-
plo, los establecidos en los apartados «c» y «d» del artículo 23 de la Ley 
del Notariado) que, por su trascendencia, la Ley trata como si fuera un 
hecho; y respecto de la capacidad natural y su libertad de acción, aunque 
en los supuestos más extremos son hechos que el Notario percibe direc-
tamente por sus sentidos, y cubiertos por la fe pública, lo cierto es que el 
juicio de capacidad emitido por el Notario engendra una presunción; en 
efecto, conforme a la doctrina del Tribunal Supremo, tal aseveración 
notarial de capacidad reviste especial certidumbre, que alcanza el rango 
de «fuerte presunción iuris tantum», de modo que vincula erga omnes y 
obliga a pasar por ella, en tanto no sea revisada judicialmente con base en 
una prueba contraria que no deberá dejar margen racional de duda (cfr. la 
Resolución de 29 de abril de 1994).

Así como el Registrador no puede revisar ese juicio del Notario sobre 
la capacidad natural del otorgante (salvo que –como podrá ocurrir excep-
cionalmente– de la propia escritura o del Registro resulte contradicha 
dicha apreciación), tampoco podrá revisar la valoración que, en la forma 
prevenida en el artículo 98.1 de la Ley 24/2001, el Notario autorizante haya 
realizado de la suficiencia de las facultades representativas de quien com-
parece en nombre ajeno que hayan sido acreditadas. Y es que, el apartado 
2 de dicho artículo, al referirse en el mismo plano a la narración de un 
hecho, cual es la constatación −«reseña»− de los datos de identificación 
del documento auténtico aportado, y a un juicio −«valoración»− sobre la 
suficiencia de la representación, revela la especial eficacia que se atri-
buye a esa aseveración notarial sobre la representación −«harán fe sufi-
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ciente, por sí solas de la representación acreditada»−, de modo que ade-
más de quedar dicha reseña bajo la fe pública notarial, se deriva de ese 
juicio de valor sobre la suficiencia de las facultades representativas una 
fuerte presunción iuris tantum de validez que será plenamente eficaz 
mientras no sea revisada judicialmente. Cuestión distinta es que la even-
tual omisión en el instrumento de ese juicio de suficiencia de la represen-
tación, expresado conforme a las mencionadas prescripciones legales, 
haya de ser calificada por el Registrador como defecto de forma extrín-
seca del documento; o que, sin negar ni desvirtuar la fe pública notarial 
−cfr. artículo 143 del Reglamento Notarial−, pueda apreciar, en su caso, 
que dicho juicio emitido por el Notario resulte contradicho por lo que 
resulte del mismo documento (v.gr., se expresa que las facultades repre-
sentativas son suficientes para «vender», cuando se trata de una escritura 
de donación) o de los asientos del Registro −cfr. artículos 18 de la Ley 
Hipotecaria y 18 del Código de Comercio−.

De cuanto antecede resulta que, según la letra y la ratio del mencio-
nado artículo 98 de la Ley 24/2001, la exigencia relativa al juicio notarial 
de suficiencia de la representación es aplicable no sólo en los casos de 
actuación mediante apoderamiento, sino también en supuestos de repre-
sentación legal u orgánica (sin que, respecto de esta última constituya 
obstáculo el hecho de que sea ilimitable frente a terceros el ámbito legal 
del poder representativo).

Esta Dirección General, en su Resolución de 12 de abril de 2002, ya 
entendió que una eventual omisión en el instrumento de ese juicio de 
suficiencia de la representación, expresado conforme a las mencionadas 
prescripciones legales, habría de ser considerado por el Registrador 
como defecto de forma extrínseca del documento; y, en su fundamento de 
derecho número 8 –reiterado en Resoluciones posteriores como las de 23 
y 26 de abril y 3 y 21 de mayo de 2002–, añadió que «Este sistema de 
reseña del documento acreditativo y expresión de la valoración de sufi-
ciencia de la representación es imperativo, por cuanto la Ley lo impone 
como obligación y no como facultad del Notario autorizante, de modo que 
una y otra exigencia son, en todo caso, imprescindibles y no quedan cum-
plidas por la mera transcripción o incorporación, total o parcial, del docu-
mento representativo aportado con omisión de la expresión de dicha 
valoración, circunstancia ésta que –además de comportar un estéril enca-
recimiento y no excluir, en su caso, la responsabilidad civil y disciplinaria 
del Notario– obligaría a negar al documento así redactado la cualidad de 
escritura pública inscribible a los efectos de lo establecido en los artícu-
los 3 y 18 de la Ley Hipotecaria, por no cumplir los requisitos exigidos por 
la legislación notarial respecto del juicio notarial de capacidad y legitima-
ción de los otorgantes –confróntese los artículos 98.1 de la Ley 24/2001 y 
17 bis, apartado 2.a), de la Ley del Notariado–».

3. En el presente caso, el Notario ha reseñado el documento del que 
nacen las facultades representativas, la escritura pública de nombra-
miento de administrador; así mismo expresa que dicha escritura se 
encuentra inscrita en el Registro Mercantil correspondiente, con los datos 
que reseña, y que tiene a la vista copia autorizada de la misma. Pero es 
evidente que falta la expresión del juicio notarial de suficiencia de la 
representación alegada, por lo que no puede entenderse que en la escri-
tura se hayan cumplido íntegramente los requisitos que respecto de la 
forma de acreditar la representación exigen el mencionado precepto legal 
y el Reglamento Notarial para que dicho instrumento público produzca, 
por sí solo, los efectos que le son propios como título inscribible.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto 
y confirmar la calificación del Registrador, en los términos que resultan 
de los precedentes fundamentos de derecho.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 27 de septiembre de 2006.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 18235 RESOLUCIÓN de 3 octubre de 2006, de la Dirección Gene-
ral de Relaciones con la Administración de Justicia, por 
la que se emplaza a los interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo, procedimiento ordinario 561/2006, 
interpuesto ante la Audiencia Nacional, Sección 3.

Ante la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sección 3, de Madrid, la Central Sindical Independiente y de Funcionarios 
(CSI-CSIF), ha interpuesto el recurso contencioso-administrativo (Proce-
dimiento Ordinario n.º 561/2006), contra la Orden JUS/2250/2006, de 3 de 
julio de 2006 (BOE 12-07-06), por la que se hacen públicos los programas 

de acceso al Cuerpo de Secretarios Judiciales, así como baremo de la fase 
de concurso para los aspirantes de acceso por promoción interna.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los 
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 49 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
de 13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala 
en el plazo de nueve días.

Madrid, 3 de octubre de 2006.–El Director General de Relaciones con 
la Administración de Justicia, Ricardo Bodas Martín. 

MINISTERIO DE DEFENSA
 18236 RESOLUCIÓN 320/38154/2006, de 3 de octubre, de la 

Dirección General de Armamento y Material, por la que se 
renueva la validez de la homologación del cartucho de 
5,56 mm × 45 NATO ordinario.

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud 
presentada por General Dynamics Santa Barbara Sistemas, con domicilio 
social en la calle Manuel Cortina, n.º 2, de Madrid, para la renovación de 
la homologación del cartucho de 5,56 mm × 45 NATO ordinario, fabricado 
en su factoría de Palencia.

Habiéndose comprobado que subsiste la permanencia de la idoneidad 
de los medios de producción y aseguramiento de la calidad usados en la 
fabricación del citado cartucho,

Esta Dirección General, de acuerdo con lo establecido en el Regla-
mento de Homologación de la Defensa (Real Decreto 324/1995, de 3 de 
marzo, BOE núm. 70), y visto el informe favorable emitido por la Comi-
sión Técnico-Asesora de Homologación, ha acordado renovar por dos 
años a partir de la fecha de esta Resolución, la homologación del citado 
producto, concedida mediante Resolución de esta Dirección General 
núm. 320/38462/2000, de 5 de octubre, y prorrogada con Resolución núm. 
320/38228/2004, de 13 de octubre. Los interesados podrán solicitar una 
nueva renovación seis meses antes de la expiración de dicho plazo.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 3 de octubre de 2006.–El Director General de Armamento y 

Material, José Julio Rodríguez Fernández 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 18237 RESOLUCIÓN de 25 de septiembre de 2006, del Departa-
mento de Recaudación de la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria, por la que se publica el Convenio sus-
crito con la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 
para la recaudación en vía ejecutiva de los ingresos de 
derecho público de dicha Comunidad Autónoma.

Habiéndose suscrito con fecha 15 de septiembre de 2006 un Convenio 
de Prestación de Servicios entre la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria y la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, para la 
recaudación en vía ejecutiva de los ingresos de derecho público propios 
de dicha Comunidad Autónoma, procede la publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado» de dicho Convenio de Prestación de Servicios, que 
figura como anexo de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.

Madrid, 25 de septiembre de 2006.–La Directora del Departamento de 
Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, Julia 
Atienza García.


